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			A Cynthia, Isidora e Iván por  




			regalarme la alegría 




			A Juan Miranda por la amistad 




			Y al oﬁcial «AP» por su apoyo clave 




			



			


	    


	 	

	    

            



			«Toda su fuerza y toda su riqueza se convertirá  




			en su piedra al cuello. Es inevitable.» 




			 




			GENERAL VÕ  GUYÊN IÁP,  




			en Entrevista con la historia, de Oriana Fallaci 




			 




			«Si nuestros soldados no están cubiertos con dinero, no es  




			porque detesten la riqueza; si sus vidas no son excesivamente largas,  




			no es porque no se sientan inclinados hacia la longevidad.» 




			 




			GENERAL SUN TZU,  




			 




			El arte de la guerra 




			



			


	    


	 	

	   

	    	

	     
	

	    	

            Nota de autor 




			 




			Escribir este libro fue una travesía por el periodismo de investigación. Todos los documentos relevantes eran secretos, incluida la Ley Reservada del Cobre. La gran mayoría de los testigos solo estuvieron dispuestos a hablar off the record. Una parte importante de las fuentes recibieron amenazas y no quisieron darle publicidad a ellas. 




			Construir la historia del «Milicogate» fue una batalla de posiciones que debió ser librada paso a paso. Cada documento, cada testimonio o cada sospecha, debió ser conﬁrmado por dos o tres vías distintas, salvo que no hubiera duda alguna de su veracidad. 




			Comencé la investigación a ﬁnes de 2014, luego de una conversación informal con el abogado Carlos Cruz, jurista ligado a causas de derechos humanos.  




			Los primeros antecedentes apuntaron a un pequeño desfalco por cincuenta millones de pesos, una bicoca. La intuición me sugirió que la realidad era mucho mayor. 




			Inicialmente propuse el reportaje a diversos medios. Todos se negaron, salvo los colegas de The Clinic, quienes son tan responsables como yo de que estos artículos salieran al debate público. 




			



			Tras una tímida nota publicada en marzo de 2015, recibí un llamado anónimo de alguien que prometió entregarme todos los antecedentes del caso. Pasaron semanas hasta que esa persona me volvió a contactar. Fue el inicio de un trabajo que, hasta hoy, no ha tenido pausas. 




			El primer gran reportaje estuvo terminado para la misma semana en que Chile disputó la ﬁnal de la Copa América ante Argentina el año 2015. Todos pensamos en The Clinic que era una insensatez publicar el reportaje en esa fecha. Ni siquiera nosotros lo leeríamos. 




			La decisión fue publicar ese artículo el 13 de agosto de 2015. La gran sorpresa fue el enorme silencio de gran parte de la prensa nacional ante las revelaciones. Semana a semana seguimos publicando reportajes, como si fuera una novela por entregas. 




			El persistente silencio en los medios fue impactante. También el de las autoridades. El ministro del Interior, Jorge Burgos, jamás aceptó responder una pregunta, ni siquiera por escrito. Jamás quiso aclarar, por ejemplo, si hubo desvío de los fondos reservados de la Defensa a campañas políticas durante su gestión en esa cartera.  




			Por su parte, el ministro de Defensa, José Antonio Gómez, fue incapaz de dar respuesta alguna a nuestros requerimientos. Optó por un silencio casi marcial. 




			La investigación comenzó a ﬁltrarse paulatinamente en las radios y las redes sociales. Hasta que al ﬁnal desembocó en la televisión. 




			De a poco, comenzaron también las reacciones del sistema político y judicial. La Cámara de Diputados creó una comisión investigadora, la Corte Suprema nombró un ministro en visita civil en la causa y la Contraloría decidió revisar en detalle las operaciones de compraventa de material bélico, por primera vez en democracia. 




			Para poder realizar parte de esta investigación, fue muy importante tener acceso a una serie de archivos secretos, conﬁdenciales y reservados. Entre los documentos revisados están los decretos secretos de la Ley Reservada del Cobre, referidos a las compras del Ejército entre los años 2005 y 2014; las leyes secretas de la dictadura militar chilena (1973-1990); el expediente judicial de la causa 575-2014 sobre defraudación a los fondos reservados del cobre, y los archivos secretos de la CIA sobre compras de armas de Chile, entre otros (ver anexos). 




			En forma paralela, a medida que el caso se desbandó, los militares comenzaron a acercarse solos a hablar de los escándalos. Un grupo importante de ellos estaba profundamente molesto con los hechos, con el abuso. 




			Muchas veces me preguntaron si tenía miedo al hacer esta investigación. Solo puedo decir que decidí no pensar en eso. Mal que mal, mi casa fue asaltada tres veces en 2012, cuando publiqué la historia de los archivos secretos de la dictadura militar. En esa ocasión, sólo robaron mis computadores y pendrive. 




			Casualmente, durante la redacción de este libro, también fueron asaltadas las dependencias de The Clinic en el barrio Lastarria, desde donde fueron sustraídos todos los equipos que usamos los periodistas para trabajar y guardar información. No hay antecedentes concretos sobre las motivaciones detrás de este delito, salvo atendibles sospechas que alberga cada cual y algo de sentido común. 




			Al cierre, solo quiero agradecer nuevamente a mi mujer e hijos por su apoyo a estas travesías. También al oﬁcial «AP», miembro de alto rango de una institución distinta al Ejército que fue clave en este trabajo. Sin su ayuda estas páginas jamás hubieran sido posibles. 




			Mis abrazos cariñosos también a Pablo Dittborn, Patricio Fernández, Andrea Moletto, Claudio Pizarro, Jorge Rojas, Macarena Gallo, Jorge Molina, Pablo Basadre, Ivonne Toro, Marcelo Calquín y toda la demás pléyade de The Clinic. 




			También a Santiago Pavlovic, Danae Fuster, Ángeles Pacheco, Claudio Villavicencio, Ronald Quinteros y Alberto Luengo, con quienes trabajé en TVN. 




			A los amigos de Chilevisión, en especial a Patricio Caldichoury, Paz Díaz, Alejandro Vega, Juan Carlos Bellido, Gonzalo Barahona, Máximo Carrasco y, sobre todo, a Pedro Azócar, a quien le deseo un luminoso 2016. 




			Y ﬁnalmente, a los colegas de Penguin Random House quienes alentaron esta investigación de largo aliento, en especial a Amalia Ruiz, Daniel Olave y Melanie Jösch. 




			 




			MAURICIO WEIBELBARAHONA,  




			Santiago de Chile, 2016 




			

	    


	 	

	   

	    	

	     
	

	    	

            Introducción 




			 




			Chile destinó unos 12.668 millones de dólares a la compra de armas a través de sus Fuerzas Armadas entre los años 2000 y 20151, período en el que millones de personas marchaban por las calles de sus ciudades pidiendo igualdad de derechos en educación, salud y libertades ciudadanas. Seis jóvenes fueron abatidos a balazos en esas movilizaciones, las más masivas desde el retorno a la democracia. 




			Estos fondos, provenientes de la Ley Reservada del Cobre, pudieron haber ﬁnanciado en conjunto la construcción de treinta hospitales, la ediﬁcación de cien liceos de excelencia en cada región de Chile, la habilitación de trescientas  farmacias populares, todos los embalses que el país requiere para su seguridad hídrica y el levantamiento de treinta y cinco mil viviendas sociales para erradicar los campamentos que pueblan las ciudades. También habría alcanzado para la reforma educacional, exigida por las familias desde 2011. 




			Pero no. Los recursos fueron destinados a ﬁnanciar los proyectos Centauro, Daga y Limbo del Ejército, entre otras prioridades bélicas2. Asimismo, a fortalecer la adquisición de armamentos para la Marina y la Aviación, los otros beneﬁciados con la norma instaurada en 1958 y redeﬁnida en las postrimerías de la dictadura militar. 




			Ninguno de los multimillonarios gastos militares fue revisado por la Contraloría General de la República o el Congreso en profundidad. Ni siquiera los presidentes de la Cámara de Diputados y del Senado conocieron jamás los pormenores de estas operaciones; en realidad, nadie hasta hoy, salvo privilegiados funcionarios de las Fuerzas Armadas y el Ministerio de Defensa que tuvieron a su cargo la ejecución presupuestaria de estos recursos, como consta en documentos del Ejército y de los procesos judiciales en curso sobre los millonarios desfalcos asociados al «Milicogate». 




			Probablemente, los gastos reservados de la Ley 13.196, tal como fueron concebidos desde la dictadura, son el último vestigio del poder militar sobre la civilidad. 




			De hecho, el oscurantismo con que son administrados estos recursos ﬁscales abrió paso al mayor caso de corrupción en la historia del Ejército y quizá de la democracia, recuperada en 1990. 




			Es una historia de secretos que comenzó con el presidente Arturo Alessandri en el lejano 1938, que prosiguió con las decisiones adoptadas por la dictadura cívico-militar encabezada por el general Augusto Pinochet (1973-1990) y que desembarcó en el casino Monticello, como ícono del fraude descubierto en marzo de 2014. 




			Fue en esta casa de juegos donde el cabo Juan Carlos Cruz Valverde gastó 2.368 millones de pesos en los tragamonedas entre 2008 y 20143, años en que viajó a México y Cuba de vacaciones4, todo con su sueldo de 500 mil pesos líquidos5, menos de 800 dólares (ver anexo 1). 




			Pero el cabo Cruz, que en una sola noche despilfarró 60 millones de pesos según su confesión ante la policía de investigaciones, fue solo uno de los involucrados en este gigantesco caso de corrupción que atravesó diversos mandos y estructuras militares, como el Comando de Apoyo a la Fuerza, la División de Mantenimiento y el propio Estado Mayor. 




			Por cierto, existen dos desfalcos en esta historia. Uno, el más evidente, es el desvío de fondos de la Ley Reservada del Cobre para el enriquecimiento de uniformados y civiles. El otro es el desfalco democrático, el más inexcusable, la auténtica «traición a la patria». 




			En los estertores de la dictadura, según miles de oﬁcios secretos  de ese régimen disponibles para esta investigación6, fue diseñada una salida democrática basada en mantener los tres primeros capítulos de la Constitución de 1980, aprobada en un plebiscito cuando en Chile no existían registros electorales. 




			Esta estrategia supuso que los militares conservaran hasta inicios del siglo XXI un tutelaje constitucional sobre la civilidad, expresado por ejemplo en la inamovilidad de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas. La Ley Reservada del Cobre fue otra de las prebendas que se mantuvieron en favor de los institutos castrenses. 




			El diez por ciento de las ventas al exterior de Codelco fue destinado a la compra de armas durante todos estos años, sin ningún cuestionamiento público. En comparación, ninguna minera nacional o extranjera pagó jamás un impuesto tan elevado en el país. 




			De hecho, entre 2016 y 2019, Codelco probablemente entregará más recursos a la compra de armas que al ﬁnanciamiento de políticas públicas, según se desprende de las proyecciones contenidas en la Ley de Presupuesto 2016. 




			El precio más alto, si esto no cambia, lo pagarán los chilenos que llevan años esperando una atención en el servicio público de salud, los padres que ven crecer a sus hijos en un sistema de educación precario y desigual, donde aún hoy existen más de 1.800 colegios sin agua caliente según un informe del propio Ministerio de Educación divulgado en febrero de 2015, o los adultos mayores que sobreviven con una pensión promedio de 150 mil pesos, unos 200 dólares, y también, los niños que crecen en los campamentos que aún subsisten en este país miembro de la OCDE, el club de los países ricos. 




			Todas las demandas de estos chilenos pudieron ser ﬁnanciadas hace años, pero simplemente no sucedió. A todos ellos está dedicado este esfuerzo periodístico, así como también a nuestros hijos y a los soñadores de las protestas estudiantiles de 2006 y 2011. Ellos merecen una democracia que garantice dignidad para cada ciudadano de esta tierra diversa y sorprendente. 




			Hasta 2016, por increíble que parezca, existen unos cinco mil millones de dólares provenientes de la Ley Reservada del Cobre que todavía están empozados en las arcas del sistema ﬁnanciero internacional. Hacia 2019, si nada cambia, una cifra similar se agregará a ese stock. Es decir, Chile movilizará unos nueve mil millones de dólares de su erario a la compra de armas, cifra superior a toda la Reforma Tributaria de 2014. 




			Ningún otro sector del Estado tiene este nivel de ahorros ni tal grado de privilegios extrapresupuestarios. Ni la salud, ni la educación, ni la vivienda. Tampoco la ciencia; ni qué decir, la cultura. Por lo demás, ningún chileno sabía hasta hoy cómo se gastó y despilfarró esta fortuna. 




			Esta es la historia que contiene este libro. En deﬁnitiva, una cofradía de secretos que es revelada por primera vez en Chile.  




			

	    


	 	

	   

	    	

	     
	

	    	

            «Le perdí el sentido al dinero» 




			 




			Días antes de ser detenido, el cabo Juan Carlos Cruz terminó de gastar el último peso de los 2.368 millones que desembolsó en los tragamonedas del casino Monticello, la casa de juegos donde tras seis años de carnaval era ya un cliente platinum con derecho a estacionamiento, bebidas e inclusive noches gratis en el hotel de ese centro de diversiones, ubicado al sur de Santiago. 




			«Solo te pido que me cuides la espalda», le escribió en WhatsApp a su amigo y colega, el sargento Luis «Pitroko» Meléndez, cuando su detención fue inminente, en junio de 20147. Casi no tenía dinero y nadie le devolvía los millones que había prestado en los años de bonanza, iniciados en 2008. 




			El cabo Cruz, a sus treintaicuatro años, estaba envuelto en el mayor escándalo de corrupción de la Defensa nacional. Los caballos, los festejos con pisco sour en el Club Hípico y los viajes al Caribe comenzaron a cobrarle su futuro. 




			La ﬁscal militar Paola Jofré estaba tras los pasos del suboﬁcial desde abril. Las defraudaciones detectadas alcanzaron en su inicio los 103 millones de pesos, pero pronto escalaron a dimensiones abismales. Cada gestión de la persecutora abrió nuevos laberintos de desfalcos que tuvieron desde un principio al cabo Cruz y al coronel Clovis Montero como los principales inculpados. 




			En menos de doce meses, unas 2.500 presuntas facturas irregulares fueron detectadas en la contabilidad del Comando de Apoyo a la Fuerza (CAF), la unidad a cargo de procesar en el Ejército los pagos secretos de la Ley Reservada del Cobre (ver organigrama CAF en anexo 2). 




			Reparaciones de blindados Mowak, repuestos para tanques Leopard y ajustes de camiones militares Unimog quedaron bajo sospecha. Las investigaciones judiciales revelaron pronto que el Ejército pagó millones de dólares entre 2011 y 2014 por facturas falsas, duplicadas, robadas, extraviadas o emitidas por empresas con término de giro, entre otras anomalías. 




			El propio comandante en jefe de la institución, Humberto Oviedo, tuvo que admitir los hechos al ministro de Defensa, Jorge Burgos, en un oﬁcio reservado de trece páginas enviado en diciembre de 2014 a las oﬁcinas de Zenteno 45 (ver documento en anexo 3). 




			El general Oviedo reconoció en ese escrito que incluso fueron detectadas en la contabilidad de su institución facturas no autorizadas por el Servicio de Impuestos Internos (SII). 




			Estos documentos fraudulentos tenían los logos de Raúl Fuentes Quintanilla, PL Ingeniería Limitada, Prat Arquitectos, Cruz y Dávila Ingenieros Consultores, Mauricio e Importadora Limitada, Inversiones y Comercio Capellán y Centro de Entrenamiento Kaufmann.  




			Para entonces nadie sabía cómo esos papeles habían llegado al Ejército, quiénes los habían gestionado y sobre todo cómo fueron pagados, sin una mínima revisión contable que no hubiera tardado más de cinco minutos al hacerla en el portal digital del SII. 




			En el mismo oﬁcio reservado, Oviedo aclaró al ministro Burgos que a esa fecha sus hombres apenas habían revisado un veinte por ciento de todas las facturas pagadas con los fondos provenientes de la Ley Reservada del Cobre. Por tanto, todo podía empeorar. 




			«Le perdí el sentido al dinero», confesó en paralelo a esas revelaciones el ludópata cabo Cruz, cuando la Policía de Investigaciones (PDI) le preguntó por el enorme despilfarro, disfrutado en los tragamonedas del casino Monticello junto a su pareja, Elizabeth Vega, funcionaria civil de la Jefatura de Adquisiciones del Ejército, hasta 2015. 




			Al comienzo, nadie logró entender cómo fue posible un desfalco de esa magnitud, en el que los nombres de diversos oﬁciales, incluidos generales, desﬁlaron ante la justicia militar sin descanso semana a semana. El coronel Fernando Grossi, superior del polémico cabo Cruz en el CAF, intentó una explicación sencilla ante la ﬁscal Paola Jofré.  




			«No se revisó», dijo lacónico el oﬁcial cuando le preguntaron por el caos contable en su unidad. Varios suboﬁciales conﬁrmaron la inesperada respuesta ante los agentes de la PDI en declaraciones que quedaron contenidas en las primeras siete mil páginas del expediente de la causa Rol 575-2014 de la VI Fiscalía Militar. 




			Pero esa falta de rigor no fue la única sorpresa que remeció a los cuarteles y al gobierno. El coronel Grossi, aunque fungió entre 2013 y 2015 como jefe del cuestionado Departamento de Administración y Planiﬁcación Financiera del CAF8, tuvo un inesperado premio luego del escándalo, al recibir un codiciado traslado a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando esta era dirigida por el socialista Gabriel Gaspar, hoy miembro del equipo que asesora a Chile en el juicio con Bolivia ante la Corte Internacional de Justicia de La Haya (CIJ). 




			La decisión de Gaspar, un exmiembro del equipo militar del MAPU, no pasó inadvertida para el nuevo y callado ministro de Defensa, José Antonio Gómez, según explicaron sus asesores bajo total anonimato. El subsecretario Gaspar aseguró que ponía las manos al fuego por el coronel Grossi, descartando que estuviera implicado en las defraudaciones relacionadas con los fondos provenientes de la Ley Reservada del Cobre, según las mismas fuentes. 




			Sin embargo, era evidente que el cabo Cruz no había actuado solo, como intuyó desde un inicio la ﬁscal Paola Jofré. 




			«Hay un aparato de defraudación», terminó confesando en octubre de 2015 el excoronel Clovis Montero, detenido junto al cabo Cruz en junio de 2014. Montero, extesorero del Estado Mayor del Ejército, reconoció ante la justicia su participación en solo dos operaciones fraudulentas, pero luego en una entrevista que entregó desde la cárcel para esa investigación, apuntó culpas a otra serie de uniformados y civiles, a quienes acusó de gastar el dinero desviado en «casinos, propiedades, caballos y ﬁestas». 




			«Yo no me imaginaba lo grande que era (el desfalco) y la cantidad de proveedores involucrados», agregó el extesorero militar, al tiempo que reveló otra serie de irregularidades en toda el área ﬁnanciera del Ejército, para pagar favores a generales y coroneles (ver esquema del modus operandi en anexo 4).  




			

	    


	 	

	   

	    	

	     
	

	    	

            «¿Te acuerdas de las facturas?» 




			 




			El mayor desfalco en la historia democrática rodó así, sin cesar. La caída había comenzado a ﬁnes de marzo de 2014, cuando despuntaba el segundo mandato de la presidenta Michelle Bachelet y el democratacristiano Jorge Burgos lideraba el Ministerio de Defensa. 




			La primera versión de los ilícitos, según los relatos del cabo Cruz y el coronel Montero, apuntó a que existía una defraudación por solo 103 millones de pesos, ocurrida entre enero y marzo de 2014. 




			La irregularidad correspondía a compras fantasmas de repuestos para autos militares, efectuadas a través de la empresa Frasim, representada por Francisco Javier Huincahue, un proveedor habitual de la institución en el rubro de «material de guerra y repuestos». 
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